
21671 RESOLUCION de 30 de julio de 1980, de la Sub­
secretaría, por la que se dispone el cumplimiento 
de la sentencia dictada por el Tribunal Supremo 
en el recurso contencioso-administrativo interpuesto 
por don Emilio Benítez Jiménez.

Excmos. Sres.: De orden del excelentísimo señor Ministro 
se publica, para general conocimiento y cumplimiento en sus 
piopics términos, el fallo de la sentencia dictada con fecha 12 
de mayo de 1980 por la Sala Quinta del Tribunal Supremo en 
el recurso contencioso-administrativo número 509.820, promovido 
por don Emilio. Benftez Jiménez, sobre modificación por Las Mu­
tualidades de ia cuantía de las prestaciones vigentes en 31 de 
diciembre de 1978, que tendrán el carácter de provisionales, 
cuyo pronunciamiento es del siguiente tenor

«Fallamos: Que declaramos la inadmisibilidad del recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por don Emilio Benitez Ji­
ménez contra el Real Decreto tres mil sesenta y cinco, de 
veintinueve de diciembre de mil novecientos setenta y ocho, 
sin entrar en el fondo del asunto. No se hace expresa condena 
en costas.»

Lo que comunico a VV..EE.
Dic . guarde a VV. EE.
Madrid, 30 de julio de 1980.—El Subsecretario, Eduardo Go- 

nochategui Alonso.
Excmos. Sres. ...

MINISTERIO DE JUSTICIA

21672 RESOLUCION de 25 de septiembre de 1980, de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, 
en el recurso gubernativo interpuesto por el Pro­
curador don Angel Deleito Villa, en representación 
de don Enrique Fernández Sáez y otros, contra la 
negativa del Registrador de la Propiedad número 6 
de Madrid a inscribir la sentencia dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia número 4 de esta 
capital.

Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el 
Pr-curador don Angel Deleito Villa, en representación de don 
Enrique Fernández Sáez y otros, contra la negativa del Regis­
trador de la Propiedad número 6 de Madrid a inscribir la 
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia núme­
ro 4 d] esta capital;

Resultando que en 9 de marzo de 1976 los representados 
del recurrente dedujeron demanda de mayor cuantía contra 
«Condominio, S. A ». «Inmobiliaria Modesto Lafuente, S. A.» y 
algunos de los propietarios de los pisos en que se dividió la 
finca número 46 de la calle Modesto Lafuente, en la que se 
impugnaba la inscripción de la servidumbre practicada en las 
fincas 4.448 y 2.038, y en las 54 fincas independientes en que 
se dividió esta última;

Resultando que en fecha 6 de julio de 1078 recayó sentencia 
cuya ejecución fue ordenada por providencia de 19 de noviembre 
de 1979 en la que se fallaba la nulidad de la inscripción en la 
que constaba que la finca número 2.938 tiene servidumbre de 
luces vistas al patio de manzana, v que en la escritura au­
torizada por el Notario don Sergio González Collado el día 3 
de agosto de 1966 con el número 4.609 de su protocolo, no se 
constituye derecho real de servidumbre, ni en favor ni en 
contra de ninguna de las fincas descritas en dicha escritura;

Resultando que, presentado en el Registro de la Propiedad 
testimonio de la citada sentencia, fue calificado con la siguien­
te nota: .

«No admitida la inscripción de la precedente sentencia de­
clarando la nulidad de una inscripción por defectos que siguen:

Primero.—Insubsanable. No coincidir los demandados con 
los titulares de dominio o derechos reales vigentes en el Re­
gistro, ya el día de la presentación de la demanda, ya el día 
de la presentación de la sentencia en el Registro.

Segundo.—Subsanable. No ofrecer el testimonio presentado 
las suficientes garantías de autenticidad, púes 6i bien en el 
último folio constan las firmas del ilustrisimo señor Magistrado 
y del Secretario, todos los demás folios, que son sesenta, apa­
recen unidos á aquél con una slmpl1 grapa y aunque tienen 
el sello del Juzgado no tienen ni medie firma ni rúbrica, no­
tándose que gran parte de ellos se limitan a fotocopiar parte 
de una certificación registral y que alguno es de papel distinto 
formato y calidad de los restantes. Madrid, 9 de febrero 
de 1980.»;

Resultando que el Procurador don Angel Deleito Villa, en 
la representación que ostentaba, interpuso recurso gubernativo 
contra la anterior calificación y alegó: que resulta práctica­
mente imposible el demandar a todos los titulares de dominio 
o de derechos reales vigentes en el Registro, ye que la finca 
Modesto Lafuente. 46, se dividió en 54 fincas independientes, 
amén de un número considerable de plazas de garaje cuyos 
titulares son. distintos de los de los pisos, y de derechos reales

inscritos a favor de terceros; que los derechos de todos ellos, 
demandados o no, en el proceso, están garantizados por el 
articulo 40, párrafo último, de la Ley Hipotecaria, que contiene 
la declaración amparadora del teroero de buena fe, situada 
precisamente en ese precepto en cuanto que el legislador era 
consciente de que no todos los terceros pueden llevarse a juicio; 
que las limitaciones del dominio, según los artículos 13 de la 
Ley Hipotecaria y 51 de su Reglamento,. han de constar en las 
inscripciones de las fincas sobre las que recaigan para que 
surtan efecto contra terceros, pudiendo también hacerse constar 
las servidumbres reales en la inscripción,del predio dominante 
como cualidad del mismo; que, al no existir mención alguna 
en la nota de calificación respecto a defectos relacionados con 
1., finca de la calle Espronceda, 27 —predio sirviente— no hay 
motivo' para no admitir la inscripción de la cancelación de la 
servidumbre- en lo que se refiere a esta finca; que lo esencial 
es la cancelación de la servidumbre en lo que respecta al 
predio sirviente; que la sentencia tiene la condición de cosa 
juzgada y que si, desde un aspecto formalista puede haber 
quedado alguna persona sin demandar, las -partes realmente 
en conflicto, o sea quienes formalizaron el documento sobre 
cuya base se practicó la inscripción de la servidumbre, han 
estado presentes en el litigio, como también la Sociedad que 
formalizó la declaración de obra nueva, que fue la que instó, 
con éxito, la inscripción de tal servidumbre; que el artículo 434 
del Reglamento Hipotecario reconoce la posibilidad de inscribir 
parte del título; que en este caso no existe defecto insubsanable 
que impida la cancelación de la servidumbre en lo que se re­
fiere a la finca de la calle Espronceda, 27, como predio sir­
viente; que el artículo 535 del Código Civil declara que las 
servidumbres son indivisibles, pero la sentencia no determina 
una división de la servidumbre sino una negación de su exis-, 
tencia; que en el proceso han contendido las partes realmente 
interesadas, las que formalizaron el instrumento público en base 
al cual se llegó a le inscripción: la Comunidad de Espronceda, 27 
y «Condominio, S. A.», como también la Compañía que adquirió 
la finca «Inmobiliaria Modesto Lafuente, S. A.»; que según el 
citado artículo 535, cada porcionero puede usar por entero de 
la servidumbre, lo cual supone no sólo el poder jurídico sino 
también el poder material, con lo cual se llega a la conclusión 
de quj la indivisibilidad de las servidumbres quiebra, como 
principio inmutable, ante la división de una finca en régimen 
de propiedad horizontal; que los pisos que ño linden con el 
predio sirviente jamás podrán usar las luces y vistas, ni por 
entero ni por partes que los dueños de los cuartos trasteros 
y de las plazas de garaje situadas por bajo el nivel de los 
predio» dominante y sirviente, tampoco tienen posibilidad mate­
rial de tener luces y vistas sobre ningún predio; que en esta 
linea de argumentación se evidencia la imposibilidad material 
y jurídica de convooar a juicio a todos los titulares de do­
minio o derechos reales vigentes en el Registro; que, en el 
caso, el artículo 41 'de la Ley Hipotecaria debe entenderse en 
el sentido de que deberán ser demandados aquellos titulares 
inscritos que, en alguna medida, siquiera sea leve o remota, 
pudieran efectivamente tener una posibilidad de disponer de 
luces y vistas sobre la finca número 27 de la calle Espronceda; 
que, en otras palabras, sólo para los propietarios de locales o 
pisos sitos en Modesto Lafuente, 26, con fachada directa a 
Espronceda, 27, es predicable la indivisibilidad de la servidum­
bre de luces y vistas que se inscribió en esta segunda finca 
en favor de aquella primera, de ahí que sólo esos'propietarios 
tienen algún derecho que haya de ser considerado; que todos 
ellos fueron llevados al proceso, tomando como base una certi­
ficación registral; que, respecto del segundo defecto, el testi­
monio de la sentencia es completo y la relación de fincas es 
fotocopia de una certificación registral; que todos los folios 
están sellados y su texto es continuo, sin interpolaciones o 
ediciones;

Resultando que los Registradores informaron: que todos los 
reparos puestos en relación con el segundo defecto de la nota 
son fundados; que de los 108 titulares regístrales existentes, 
sólo fueron demandados 40; que en aquella cifra no se incluyen 
a los. titulares de derechos reales limitados, de hipotecas o de 
condiciones resolutorias que también existen; que los propios 
recurrentes reconocen que les parece «prácticamente imposible 
demandar a todos cuantos sean titulares de dominio o de dere­
chos reales en el Registro», y que «desde un aspecto forma­
lista puede haber quedado alguna persona sin demandar»; que 
los obstáculos para la inscripción dé la sentencia no nacen 
del contenido de ésta ni del procedimiento, sino del contenido 
del Registro, habiéndose producido una vez más el frecuente 
caso de que un documento eficaz no ha tenido en cuenta los 
asientos regístrales y en vez de enlazar con ellos, los contra- 
dice; que ni la demanda ni la sentencia desconocen la unidad 
física y jurídica entre el total edificio de Modesto Lafuente, 46 
y los 54 fincas independientes en que ha sido dividida, es decir, 
entre la finca matriz y las filiales, y por tanto, dan por incon­
trovertible que la nulidad que se pretende afecta indisoluble­
mente tanto a la inscripción d,e la finca básica como a la ins­
cripción de los 54 que resultaron de una división dé propiedad 
horizontal; que no han sido demandados, emplazados ni oídos 
la mayoría de los titulares regístrales a los que afecta la 
nulidad y oanceleción de las anotaciones de suspensión y de 
conversión en inscripciones causadas por la escritura de 3 de 
agosto de 1906, ni la mayoría de los titulares regístrales de 
las 54 fincas que se formaron al dividir en propiedad horizontal 
la casa 46 de la calle Modesto Lafuente; que se ha quebrantado 
el principio de que nadie puedo ser condenado sin ser oído;
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que dado el contenido de los principios de legalidad, legitima­
ción, consentimiento e ineluso el de principio de tracto sucesivo, 
no puede procederse a cancelar una inscripción mediante sen­
tencia dictada en un procesó en el que no fueron parte todos 
los afectados;

Resultando que el Magistrado, Juez de Primera Instancia, 
que conoció de la demanda de nulidad de la inscripción, infor­
mó; que se demandó a la «Inmobiliaria Modesto Lafuente, S. A.», 
a los propietarios de los pisos que puedan realmente quedar 
privados de la servidumbre inscrita, á «Condominio, S. A.», y, 
«ad cautelani», a todos los propietarios de los pisos del inmueble 
de Modesto Lafuente, número 46, y ello a la vista de la certifi­
cación del Registro comprensiva de todos los titulares regís­
trales del inmueble referido; que de todos los demandados, sólo 
comparecieron las representaciones legales de «Modesto La- 
fuente, S. A.» y «Condominio, S. A.», siendo declarados en re­
beldía los 38 propietarios de pisos, locales y garajes, que fueron 
emplazados en forma; que el Tribunal Supremo ha despojado 
la excepción de litisconsorcio del carácter absoluto que pretende 
dársele en el informe del Registrador, en aquellos casos en que 
resulta extremadamente difícil traer al pleito a todos los que 
puedan estar interesados, o en que, de traerlos, se les colocaría 
en la incómoda situación de tener que soportar ios desagra­
dables efectos de la rebeldía si no se personaban o el riesgo 
de tener que pagar las costas; que indudablemente la servi­
dumbre afecta sólo a la parte del inmueble que limita con el 
patio de manzana cuyo solar pertenece a los titulares de la 
finca de la calle Espronceda, 27, por lo que los propietarios 
afectados son los que tengan pisos linderos con el mismo a los 
elementos comunes; que del estudio del pleito no ha podido 
determinarse cuáles son los propietarios y las fincas que se 
encuentran en este caso; que sin duda alguna ha de inscribirse 
la sentencia respecto a los actuales titulares regístrales deman­
dados y condenados por la sentencia; que el mandamiento ju­
dicial, firmado al final por el Juez y el Secretario y con sello 
del Juzgado, es legible;

Resultando que el Presidente de la Audiencia dictó auto 
confirmando la nota de calificación (sic) pero declarando que 
si ti mandamiento judicial puede entrañar defectuosa presenta­
ción o incluso cierta imperfección formal, es lo cierto que está 
autorizado al final con firma y rúbrica del Juez y Secretario, 
apareciendo el sello del Juzgado en cada uno de los folios, 
y siendo su texto claro y su autenticidad material indiscutible 
e indiscutida; que la demanda de nulidad de inscripción se diri­
gió contra 40 demandados, que fueron los natural y exclusiva­
mente emplazados, por lo que es visto que se dejó de demandar 
a numerosos dueños o condueños regístrales (en total superaban 
los 100) de la casa 46 de la calle Modesto Lafuente y de las 
54 fincas independientes que originó, reconociendo la omisión 
los propios recurrentes; que ios titulares de derechos no de­
mandados, o los más de ellos, los tenían ya registrados (vero­
símilmente desde 1972 en que se dividió la finca matriz) al 
iniciarse el juicio, y si algunos lo fueren después de promoverse 
el mismo y antes de presentarse la sentencia en el Registro, 
ios asientos que causaron deben prevalecer hipotecariamente 
por no haberse solicitado anotación preventiva de la demanda; 
que osos titulares debían haber actuado en el pleito unidos 
y coordinadamente, no teniendo luego posibilidad de hacerlo; 
que esto es así por estarse ante una situación de derecho 
indivisible e inescindible, según resulta del artículo 535 del 
Código Civil, según el cual la servidumbre es inmodificable 
aunque se dividan los predios, lo que determinó, al no haberse 
podido producir el litisconsorcio, la imperfecta constitución de 
la relación jurídico procesal, vedando esta trascendente anoma­
lía el acceso de la sentencia al Registro; que nadie puede ser 
coi denado sin ser oído y vencido en juicio; que el artículo 40 
de la Ley Hipotecaria imperativamente dispone que la demanda 
se dirigirá contra todos’ aquellos a quienes el asiento que se 
trata de rectificar conceda algún derecho; qué no puede admi­
tirse el alegato de los recurrentes de que no les fue práctica­
mente posible demandar a todos los titulares afectados, ya que 
la nublicidad registral les facilitaba, con el complemento de 
la medida cautelar del artículo 42, número 1 de la Ley Hipo­
tecar a, sobrada y segura información al respecto; que aquí 
se trata de un obstáculo surgido del Registro, sujeto a califi­
cación, puesto que parte considerable de los titulares regístrales 
afectados por la sentencia no fueron demandados;

Resultando que en nombre de los interesados se ha inter­
puesto recurso de apelación contra el mencionado auto presi­
dencial, en cuanto al defecto primero, por cuanto el segundo 
ha sido revocado;

Vistos los artículos 535 del Código Civil, 1, 18, 38 y 40 de 
la Ley Hipotecaria, 99 del Reglamento para su ejecución y 
las Ee-oluciones de 6 de febrero y .27 de junio de 1853, 29 de 
marzo de 1954 y 17 de junio de 1955.;

Considerando que, declarada mediante sentencia firme la 
nulidad de una servidumbre de luces y vistas a favor de un 
inmueble dividido en fincas independientes en régimen de pro­
piedad horizontal, el obstáculo que surge para su inscripción 
deriva del contenido del propio Registro de la Propiedad en 
cuanto que figuran como titulares del dominio una serie de 
propietarios que no fueron demandados al interponerse la de­
manda, de la que además tampoco se solicitó su anotación;

Considerando en efecto, que el artículo 40, d), de la Ley 
Hipotecaria establece que cuando la inexactitud que publique 
un asiento registral derive de la nulidad o defecto del título, 
la rectificación de este asiento inexacto precisará el' consenti­
miento del titular o en, su defecto resolución judicial, y que 
en esta último caso, la demanda se dirigirá contra todos aqué­

llos a quienes el asiento que se trate de rectificar conceda 
algún derecho;

Considerando que tal como se ha indicado no han sido de 
mandados en el proceso seguido todos los titulares dominicales, 
según resulta de los asientos regístrales y se reconoce además 
en el escrito de interposición de este recurso, por lo que ante la 
necesidad de tener en cuenta por parte de los funcionarios 
calificadores, en base al artículo 99 de’ Reglamento Hipotecario, 
esta importante omisión, ha sido correcta su actuación al estar 
dentro de los límites que autoriza el mencionado precepto en 
orden a lá calificación de un documento judicial;

Considerando que la servidumbre de luces y vistas contro­
vertida y que ha sido declarada pula por la sentencia objeto 
de calificación, aparece en el Registro establecida a favor del 
total inmueble, que es un edificio en régimen de propiedad 
horizontal, que en sí constituye una unidad física y jurídica, 
por lo que no cabe acceder a lo solicitado por el recurrente 
en su escrito de apelación, ya que la nulidad afecta tanto 
a la inscripción principal de la finca como a las inscripciones 
de las resultantes que figuran en folio separado, al estar ínti­
mamente correlacionadas entre si y con los elementos comunes 
del inmueble debido a esa unidad existente;

Considerando que al no haberse recurrido en apelación el 
segundo de los defectos señalados, y haberse conformado los 
Registradores con el fallo del auto presidencial, no procede 
entrar en su examen,

Esta Dirección General ha acordado confirmar el auto ape­
lado y el defecto l.° de la nota de calificación.

Lo que, con devolución del expediente original, comunico a 
V. E. para su conocimiento y efectos.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 25 de septiembre de 1980.—El Director general, Fran­

cisco Javier Die Lamana.

Exento. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Madrid

MINISTERIO DE DEFENSA

21673 ORDEN número 111/10.152/1980, de 25 de septiem­
bre, por la que se dispone el cumplimiento de la 
sentencia de la Audiencia Territorial de Madrid, 
dictada con fecha 1 de marzo de 1980, en el re­
curso contencioso-administrativo interpuesto por 
don José Hernández Saura, don Andrés Salinas Gar­
cía, don Francisco Franco García, don Antonio Me­
ca Martínez, don José Jimenes Salinas, don Juan 
Pérez Morales, don Angel Paredes Linares, y más

Exorno. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sala Segunda de lo Contencioso- 
Administrativo de la Audiencia Territorial de Madrid, entre par­
tes, de una, como demandante, don José Hernández Saura y 
otros más, quienes postulan por sí mismos,-y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resolución del ALPER 
del Ministerio de Marina de lf de mayo de 1977, se ha dictado 
sentencia, con fecha 1 de marzo de 1980, cuya" parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que sin entrar a conocer del fondo del asunto 
debemos declarar y declaramos la iradmisibilidacl de: recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por el Procurador don 
Francisco Martínez Arenas, en nombre y representación de dor: 
José Hernández Saura y demás citados en el encabeza miente 
de esta sentencia; sin hacer expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra" sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de -a Jurisdicción Contencioso 
Admi dstrativa de 27 de diciembre de 1958 («Boletín Oficial de! 
Estado» número 363), ha dispuesto que se cumpla en sus pro 
pios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E. para su conocimiento y demás efectos
Dios guarde a V. É. muchos años.
1 íadrid, 25 de septiembre de 1930.

RODRIGUEZ SAHAGUN

Excmo. Sr. Almirante Jefe del Estado Mayor de la Armada

21674 ORDEN número 111/10.153/1980, de 25 de septiem­
bre, por la que se dispone el cumplimiento de la 
sentencia de la Audiencia Territorial de Madrid, 
dictada con fecha 28 de febrero de 1980 en el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por 
don Rafael Sánchez Mena.

Excmo. Sr.¡ En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Segunda de lo Contencioso- 
Administrativo de la Audiencia Territorial de Madrid, entre 
partes, de una, como demandante, don Rafael Sánchez Mena, 
quien postula por si mismo, y de otra, como demandada, la 
Administración Pública, representada y defendida por el Abo-


